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2) En todo caso, a las indemnizaciones pactadas en el contrato. Si no se hubieran pactado, la 
indemnización será la equivalente a siete días del salario en metálico por año de servicio, con el límite 
de seis mensualidades. 
El trabajador podrá reclamar las indemnizaciones por desistimiento del contrato aunque 
previamente hubiese reclamado ante la jurisdicción, por entender que se había producido un despido 
nulo o improcedente, y su demanda se haya desestimado por sentencia firme. 
En este supuesto, no cabe apreciar cosa juzgada porque la acción por despido improcedente o nulo 
es distinta en cuanto a la petición y al título o causa de pedir a la acción de reclamación de 
indemnizaciones por desistimiento. Tampoco cabe que se le obligue a acumular ambas acciones, pues 
la prohibición de acumular a otras la acción de despido en un mismo juicio alcanza en principio a la 
acción de reclamación de indemnizaciones por fin de contrato del art. 11 RD 1382/1985 (STS 20-10-
1998 [RJ 1998, 8909]). ● 
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3. DERECHOS DE AUDIENCIA, INFORMACIÓN Y CONSULTA 
Se entiende por consulta «el intercambio de opiniones y la apertura de un diálogo entre el 
empresario y el comité de empresa sobre una cuestión determinada, incluyendo, en su caso, la 
emisión de informe previo por parte del mismo» (art.64.1 ET). Normalmente el ejercicio del derecho 
de consulta requiere información previa (por ello se habla con frecuencia de derecho de los 
representantes a ser informados y consultados), y en algunas ocasiones entraña, en efecto, el derecho 
de emitir informe. Son competencias que no coinciden, por otra parte, con las facultades de audiencia 
de los representantes sindicales. 
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En general, los representantes unitarios de los trabajadores deben ser informados y consultados 
«sobre la situación y estructura del empleo en la empresa o en el centro de trabajo», sobre la 
evolución probable del empleo «cuando se prevean cambios al respecto» (trimestralmente), sobre 
«todas las decisiones de la empresa que pudieran provocar cambios relevantes en cuanto a la 
organización del trabajo y a los contratos de trabajo en la empresa», y sobre «la adopción de 
eventuales medidas preventivas, especialmente en caso de riesgo para el empleo». 
Salvo que se hubiera establecido otra cosa, la consulta deberá realizarse «en un momento y con un 
contenido apropiados, en el nivel de dirección y representación correspondiente de la empresa, y de 
tal manera que permita a los representantes de los trabajadores, sobre la base de la información 
recibida, reunirse con el empresario, obtener una respuesta justificada a su eventual informe y poder 
contrastar sus puntos de vista u opiniones con objeto, en su caso, de poder llegar a un acuerdo», y en 
todo caso deberá permitir «que el criterio del comité sea conocido por el empresario a la hora de 
adoptar o de ejecutar las decisiones» (art.64.6 ET). 
3.1. Informe en los procesos sobre clasificación profesional 
A los representantes unitarios corresponde la facultad de emisión de un informe, que habrá de 
acompañar a la demanda en los procesos sobre clasificación profesional ( art. 39.4 ET; art. 137 LPL). 
La falta de este informe no puede fundar la inadmisión de la demanda, «cuando conste su solicitud 
oportuna y en debida forma». 
3.2. Audiencia en los expedientes disciplinarios de los representantes 
Los representantes tienen derecho de audiencia previa en los expedientes disciplinarios por sanción 
o despido de los representantes unitarios o de los delegados sindicales [ art. 68.a) ET]. 
3.3. Informe previo a la ejecución de ciertas decisiones 
Los representantes tienen también derecho a emitir informe con carácter previo a la ejecución por 
parte del empresario de las decisiones adoptadas por éste sobre las siguientes cuestiones (art. 64.5 
ET): 
a) Reestructuraciones de plantilla y ceses totales o parciales, definitivos o temporales de aquélla. 
Cuando estas decisiones empresariales conlleven despidos colectivos, este trámite de informe 
previo parece que se configura como adicional a las preceptivas consultas establecidas por el art. 51 
ET , y que el mismo procederá tras la adopción de la decisión correspondiente, una vez haya sido 
obtenida la autorización administrativa. Más dudosa resulta la utilidad de este trámite en el caso de 
que se alcance un acuerdo con los representantes sobre los despidos colectivos. 
Si las reestructuraciones de la plantilla o los ceses parciales de aquélla no implican despidos 
colectivos, y la vía utilizada por el empresario es la del art. 52.1.c) ET, antes de adoptar estos 
despidos, parece que, aplicando este art. 64.5 ET, el empresario deberá solicitar este informe previo 
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(sin perjuicio de que dé traslado a los representantes de los concretos preavisos entregados a los 
trabajadores afectados). 
b) Reducciones de jornada. 
Esta decisión implica una modificación sustancial de las condiciones de trabajo. Cuando esta 
modificación sea de carácter colectivo en los términos previstos por el art. 41 ET, el trámite de 
informe previo a los representantes parece que debe entenderse adicional al período de consultas 
previstas en aquel precepto, y el mismo procederá tras la finalización de las mismas, y la notificación 
de la decisión a los trabajadores afectados, que habrá de hacerse con una antelación mínima de 30 
días a la fecha de su efectividad ( art. 41.3 ET). 
c) Traslado total o parcial de las instalaciones. 
Cuando este traslado de las instalaciones implique un traslado de los trabajadores en el sentido del 
art. 40 ET, es decir, que implique un cambio de residencia de éstos, y sea colectivo, según lo previsto 
por este precepto, este trámite de informe previo parece que se configura como adicional al trámite 
de consultas con los representantes establecidas por el art. 40.2 ET, y que procederá tras la 
finalización del período de consultas y la notificación del traslado a los trabajadores afectados, que 
habrá de hacerse con una antelación mínima de 30 días a la fecha de su efectividad art. 40.1 ET. 
d) Planes de formación profesional en la empresa. 
El art. 12 del RD 395/2007, de 23 de marzo, atribuye a la representación legal de los trabajadores el 
ejercicio de los derechos de participación e información previstos en el mismo. En lo que respecta al 
derecho de información, deberá someter a información de los representantes de los trabajadores 
tanto las acciones formativas como los permisos individuales de formación cuya planificación y 
gestión le viene atribuida en el art. 12 RD 395/2007 ( art. 64.5 ET y art. 15 RD 395/2007). 
La información mínima que debe facilitarse a fin de adquirir y mantener el derecho a la bonificación 
establecida anualmente en la Ley de Presupuestos es la siguiente: 
• Denominación, objetivos y descripción de las acciones a desarrollar. 
• Colectivos a los que va destinada y número de participantes por acciones. 
• Calendario de ejecución. 
• Medios pedagógicos. 
• Criterios de selección de los participantes. 
• Lugar de impartición 
• Balance de las acciones formativas del ejercicio precedente. 
 
Por su parte, los representantes de los trabajadores deben emitir el informe en el plazo de 15 días a 
contar desde la recepción de la información, resolviéndose las discrepancias que pudieran surgir a 
través del procedimiento establecido en los arts. 15 del citado RD y 16 de la O. 2307/2007, de 27 julio. 
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Cabe señalar que ante la falta de representación de los trabajadores, es necesaria la conformidad 
de los trabajadores afectados por las acciones formativas. 
e) Implantación o revisión de sistemas de organización y control del trabajo. 
El poder empresarial se encuentra limitado formalmente a través de la exigencia legal de informe 
previo de los representantes, que no es vinculante, pero que parece probable que se dirija a 
comprobar la adecuación constitucional de tales medidas de control desde la perspectiva de la tutela 
del derecho a la intimidad de los trabajadores. Así, según el canon de constitucionalidad establecido 
por el TC para comprobar si una medida restrictiva de un derecho fundamental supera el juicio de 
proporcionalidad, es necesario constatar si cumple los tres requisitos o condiciones siguientes: si tal 
medida es susceptible de conseguir el objetivo propuesto (juicio de idoneidad); si, además, es 
necesaria, en el sentido de que no exista otra medida más moderada para la consecución de tal 
propósito con igual eficacia (juicio de necesidad); y, finalmente, si la misma es ponderada o 
equilibrada, por derivarse de ella más beneficios o ventajas para el interés general que perjuicios 
sobre otros bienes o valores en conflicto (juicio de proporcionalidad en sentido estricto). 
f) Estudio de tiempos, establecimientos de sistema de primas o incentivos y valoración de puestos 
de trabajo [ art. 64.5 f) ET], salvo que el sistema en cuestión se prevea en el convenio colectivo. 
g) La fusión, absorción o modificación del status jurídico de la empresa que suponga cualquier 
incidencia que afecte al volumen de empleo ( art. 64.5 d) ET). 
Los informes aludidos en este apartado tercero deben de elaborarse por los representantes en el 
plazo de 15 días ( art. 64.2 ET), transcurridos los cuales, sin este informe, el mismo se considerará 
igualmente cumplido. Estos informes no son vinculantes para el empresario. 
3.4. Derecho de consulta previa a las decisiones empresariales de traslado y modificación sustancial 
de condiciones de trabajo 
La adopción de estas decisiones de traslado y de modificación sustancial en los supuestos previstos 
por los arts. 40 y 41 ET exigirá al empresario, con carácter previo, la apertura de una fase de consultas 
con las siguientes características: 
a) Su duración no puede ser inferior a 15 días. 
b) Su objeto serán las causas motivadoras de la decisión empresarial y la posibilidad de evitar o 
reducir sus efectos, así como sobre las medidas necesarias para atenuar sus consecuencias para los 
trabajadores afectados. 
c) La existencia de un deber de negociar de buena fe con vistas a la consecución de un acuerdo. 
La interpretación judicial sobre la concurrencia del trámite de consultas atiende prevalentemente al 
dato de que las mismas se realizasen con la intención de alcanzar un acuerdo, antes que al dato del 
mero cumplimiento formal de este trámite. 
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La falta del trámite de consultas se produce, en la práctica, en casos en los que el empresario en 
fraude de ley canaliza a través de traslados o modificaciones sustanciales individuales un decisión 
colectiva, por lo que la sanción por tal incumplimiento es la de nulidad de la decisión ( arts. 40.1 «in 
fine» y 41.3 «in fine» ET). 
3.5. Incumplimiento de los deberes empresariales de información y consulta 
Constituye una infracción grave en materia de relaciones laborales, sancionable 
administrativamente, «la transgresión de los derechos de información, audiencia y consulta de los 
representantes de los trabajadores y de los delegados sindicales, en los términos que legalmente o 
reglamentariamente estuvieren establecidos» (art. 7.7 LISOS). 
4. DERECHOS DE CODECISIÓN 
Junto con las competencias consultivas o de emisión de informe previo analizadas, los 
representantes de los trabajadores en la empresa disponen de competencia para acordar con el 
empresario cuestiones que constituyen contenido tradicional de los convenios colectivos (y ello con la 
finalidad de adaptación de los mismos), y otras que tradicionalmente quedan excluidas del poder 
empresarial en nuestro sistema de relaciones laborales (suspensión y despido colectivo). 
Así, se incluirían en el primer grupo los siguientes: 
4.1. Los acuerdos colectivos empresariales de «descuelgue salarial» 
Se trata de acuerdos de modificación del régimen salarial pactado en convenio colectivo, cuando así 
lo requiera la situación económica de la empresa (art. 82.3 ET). 
4.2. Los acuerdos colectivos empresariales de modificación sustancial de condiciones de trabajo 
establecidas en convenio colectivo estatutario 
Estos acuerdos de modificación sustancial sólo podrán producirse respecto de ciertas condiciones 
de trabajo, tales como horario, régimen de trabajo a turnos, sistema de remuneración y sistema de 
trabajo y rendimiento. 
4.3. Los acuerdos colectivos empresariales «en defecto» de convenio colectivo 
Estos acuerdos están legalmente previstos, sobre los siguientes aspectos: 
a) El sistema de clasificación profesional (art. 22.1 ET). 
b) El régimen de ascensos (art. 24.1 ET). 
c) El modelo de recibo de salario (art. 29.1 ET). 
d) La distribución irregular de la jornada diaria y anual [art. 34.2 y 3 ET]. 
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e) La acomodación de la representación de los trabajadores a las disminuciones significativas de 
plantilla de la empresa (art. 67.1 ET). 
5. DERECHOS DE NEGOCIACIÓN Y CONFLICTO COLECTIVO 
Los representantes de los trabajadores están legitimados para negociar en los convenios de 
empresa o ámbito inferior ( art. 87.1 ET). Por lo que respecta a los delegados de personal y al comité 
de empresa, su competencia para negociar se extiende a los convenios colectivos del centro de 
trabajo. La negociación en la empresa corresponderá, en su caso, al comité intercentros. Por otra 
parte, al ser órganos de representación unitaria, el ET no les confiere competencia negocial para 
convenios que no afecten a la totalidad de los trabajadores o «convenios franja», competencia que sí 
se atribuye a las representaciones sindicales, en los términos previstos por el art. 87.1 ET. 
En materia de conflicto colectivo se atribuye a los representantes la competencia de acordar la 
declaración de huelga (art. 3.2 RDley 17/1977), y la de incoar el procedimiento de conflictos colectivos 
[art. 18.1.a) RDley 17/1977]. Este procedimiento ha de entenderse, sin embargo, en la práctica 
sustituido por los procedimientos extrajudiciales establecidos en los acuerdos interprofesionales (ya 
sea estatal o de ámbito autonómico) o en los convenios colectivos. 
En los procedimientos de mediación y arbitraje previstos para la solución de conflictos colectivos 
por el ASEC-III los representantes de los trabajadores se encuentran legitimados atendiendo al tipo de 
conflicto colectivo de que se trate (así están legitimados, en cuanto lo están para promover demanda 
de conflicto colectivo en vía jurisdiccional o para convocar una huelga, o sólo estarán legitimados los 
representantes que participen en la correspondiente negociación o consultas) ( arts. 4.1 , 13 y 19 del 
ASEC-II). 
6. COMPETENCIAS DE VIGILANCIA Y CONTROL Y DENUNCIA DEL CUMPLIMIENTO DE LA NORMATIVA 
LABORAL 
Los representantes gozan de competencias de vigilancia en el cumplimiento de las normas vigentes 
en materia laboral, de Seguridad Social y empleo, así como el resto de los pactos, condiciones y usos 
de empresa en vigor [art. 64.7 a) ET]. 
La jurisprudencia no viene admitiendo una ampliación de las competencias legales de información 
atribuidas a los representantes a través de un uso instrumental de esta competencia genérica de 
vigilancia del cumplimiento de la normas y pactos laborales. 
7. COMPETENCIAS EN MATERIA DE SEGURIDAD E HIGIENE 
Según dispone el art. 64.7.a) ET, los representantes de los trabajadores tienen competencia para 
ejercer una labor de vigilancia y control de las condiciones de seguridad e higiene en el desarrollo del 
trabajo en la empresa, así como de denuncia y paralización de la actividad de la empresa a la que se 
refieren los arts. 19.5 ET y 21 de la LPRL. En todo caso, aquella vigilancia y control, 
fundamentalmente, tras la LPRL se realiza a través de «representaciones especializadas», los 
delegados de prevención y los comités de seguridad y salud laboral. 
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8. VIGILANCIA DEL RESPETO Y APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD EN EL EMPRESA 
Esta labor de vigilancia fue incorporada por la LO 3/2007, de 22 de marzo para atribuir a los 
representantes de los trabajadores la misión de vigilar el respeto y aplicación del principio de igualdad 
de trato y oportunidades entre mujeres y hombres en la empresa. En este sentido deberán vigilar el 
cumplimiento de las medidas de igualdad específicas que, en su caso, se hayan adoptado en el seno 
de la empresa, la aplicación del principio de igualdad en el acceso al empleo, la formación y 
promoción profesional y en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de despido. 
Además, deben velar específicamente para prevenir el acoso sexual y el acoso por razón de sexo, 
informando a la dirección de la empresa de las conductas o comportamientos de que tuvieran 
conocimiento y que pudieran propiciarlo (art. 48 LO 3/2007 y art. 64.7 a) 3º ET). 
9. CAPACIDAD Y LEGITIMACIÓN PROCESAL 
Los representantes de los trabajadores desarrollarán estas competencias de control del 
cumplimiento de la normativa laboral, «formulando, en su caso, las acciones legales oportunas ante el 
empresario y los organismos o Tribunales competentes» [ art. 64.7 a) 1º ET]. 
En concreto, para el comité de empresa el ET reconoce su «capacidad como órgano colegiado para 
ejercer acciones administrativas o judiciales en todo lo relativo al ámbito de sus competencias, por 
decisión mayoritaria de sus miembros» ( art. 65 ET). 
La legitimación procesal del Comité (y de los delegados de personal) en todo lo relativo a sus 
competencias no se extiende a plantear acciones individuales, según el criterio jurisprudencial 
mayoritario (STCT 30-4-1985 [RTCT 1985, 2833] y STCT 7-4-1987 [RTCT 1987, 7575]). 
Los representantes están legitimados, concretamente, para iniciar el procedimiento judicial de 
conflictos colectivos(art. 152 LPL). 
En el procedimiento de impugnación de convenios colectivos la legitimación se extiende a 
cualquiera de los comités de centro de la empresa cuando se impugne un convenio de empresa o de 
grupo. 
Los representantes no tienen legitimación en los procedimientos sobre Seguridad Social. 
Los representantes unitarios, según la doctrina del TC, no tienen legitimación activa en el 
procedimiento de tutela de la libertad sindical, pues su actividad sindical no está cubierta por la tutela 
constitucional del art. 28.1 CE. Sin embargo, tal vez esta afirmación deba ser matizada si se trata de 
un «comité de empresa sindicalizado». 
La actuación por decisión mayoritaria del comité requerirá, como hemos afirmado en general, que 
esté cubierta de las formalidades exigibles para la formación de la voluntad de este órgano colegiado. 
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10. PARTICIPACIÓN Y COLABORACIÓN 
Los representantes unitarios tienen también atribuida como competencias o funciones las 
siguientes: 
a) Participar, como se determine por convenio colectivo, en la gestión de las obras sociales 
establecidas en la empresa en beneficio de los trabajadores o de sus familiares ( art. 64.7 b) ET). 
b) Colaborar con la dirección de la empresa para conseguir el establecimiento de cuantas medidas 
procuren el mantenimiento y el incremento de la productividad, así como la sostenibilidad ambiental 
de la empresa, si así está pactado en los convenios colectivos (art. 64.7 c) ET). 
c) Colaborar con la empresa en el establecimiento y puesta en marcha de planes de conciliación ( 
art. 64.7 d) ET, añadido por LO 3/2007, de 22 marzo). 
11. OTRAS FUNCIONES 
a) Solicitar la incoación del procedimiento de regulación de empleo regulado por el art. 51 ET, si 
racionalmente se presumiera que la no incoación del mismo por el empresario pudiera ocasionarles 
perjuicios de imposible o difícil reparación. 
b)Un representante de los trabajadores ha de estar presente en los registros que se efectúen en la 
persona del trabajador, en sus taquillas y efectos particulares ( art. 18 ET). 
12. DEBER DE SIGILO 
12.1. Naturaleza jurídica 
«Los miembros del comité de empresa, y éste en su conjunto, así como los expertos que les asistas, 
deberán observarán el deber de sigilo con respecto a aquella información que, en legítimo y objetivo 
interés de la empresa o del centro de trabajo, les haya sido expresamente comunicada con carácter 
reservado» ( art. 65.2 ET, en la redacción dada por la Ley 38/2007). 
El TS ha equiparado el sigilo profesional al deber de secreto. Este deber impone a los 
representantes la prohibición de trasladar las informaciones referidas a sus representantes. Según el 
TS, no podría entenderse, pues, que el deber de sigilo sólo impone a los representantes un uso 
prudente de la información, permitiendo su divulgación en el interior de la empresa. 
El deber de sigilo o secreto constituye un límite legal expreso a la libertad de expresión de los 
representantes (art. 68 ET) que no parece que pueda ser entendido en términos absolutos. El 
reconocimiento de este deber ha de ser interpretado conjuntamente con el derecho fundamental a la 
libertad de expresión de los representantes, y el derecho de éstos a informar a los representados en 
todos los temas y cuestiones señalados en el art. 64.1 ET (ámbito de las informaciones reservadas) en 
cuanto directa o indirectamente tengan o puedan tener repercusión en las relaciones laborales ( art. 
64.7 e) ET). De esta forma, la doctrina mayoritaria interpreta este deber de sigilo con mayor 
intensidad en las relaciones «ad extra» de los representantes y con menor intensidad cuando la 
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información a sus representados venga exigida por su propia función representativa. Si bien 
recientemente el TC ha añadido ha afirmado que el representante además de al deber de sigilo 
profesional está sujeto al límite adicional de la buena fe o de la especial confianza recíproca entre 
trabajador y empresario inherente al vínculo contractual que les une. 
Este deber no justificaría el incumplimiento de la obligación de informar a sus representados sobre 
la marcha económica de la empresa en cuanto directa o indirectamente tiene repercusión sobre las 
relaciones laborales. 
12.2. Sujetos obligados 
Sujetos obligados por el deber de sigilo son tanto el comité de empresa en su conjunto como sus 
miembros, así como los delegados de personal (art. 62.2 ET). También se extiende a los expertos de 
los que puedan valerse para el ejercicio de las competencias que tienen atribuidas (art. 65.2 ET) y a los 
delegados sindicales en relación con sus competencias (art. 10.3.1º LOLS). 
12.3. Contenido 
La nueva redacción del art. 65.2 ET no precisa el conjunto de materias respecto de las cuales los 
representantes del personal se encuentran obligados a guardar sigilo profesional y que llevó a algunos 
tribunales de justicia a diferenciar entre lo que se vino denominando contenido mínimo del deber de 
sigilo, conformado por todas las materias a las que expresamente se remitía la citada disposición legal 
y sobre las que necesariamente recaía la obligación de sigilo (sin necesidad, por tanto, de que la 
empresa declare expresamente su carácter reservado), y otras materias complementarias y distintas 
de las legalmente listadas, siempre que respecto de ellas la dirección de la empresa las haya calificado 
expresamente como «reservadas» (que denominaremos contenido ampliado). 
Actualmente, tal y como se deduce de la nueva redacción del precepto, el deber de sigilo se 
extiende a toda aquella información que la empresa haya atribuido dicho carácter y que esté 
justificado en un legítimo y objetivo interés general o del centro de trabajo. 
Así lo venía exigiendo ya el TC y el TS al afirmar que no es suficiente «que el empresario lo calificara 
unilateralmente como confidencial, sino que sería necesario que desde un plano objetivo 
efectivamente lo sea», por ejemplo, en un supuesto de hecho en el que las informaciones en cuestión 
se referían a descansos, vacaciones, y rotación del personal de la empresa. 
Ahora bien, el derecho de los representantes a recibir la información que se contempla en el art. 64 
del ET, aun cuando pudiera catalogarse como reservada, no es absoluto. El art. 65.4 del ET, al igual 
que hace el art. 22 Ley 10/1997, regulador de las garantías de los comités de empresa europeos, 
exime a la empresa de la obligación de comunicar aquellas informaciones específicas relacionadas con 
los secretos industriales, financieros o comerciales cuya divulgación pudiera, según criterios objetivos 
obstaculizar el funcionamiento de la empresa o del centro de trabajo u ocasionar grandes perjuicios 
en su estabilidad económica, si bien esta excepción «no abarca aquellos datos que tengan relación 
con el volumen de empleo en la empresa» 
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Al margen de la sanción administrativa que pueda corresponder a la empresa por negarse 
injustificadamente a facilitar la información a que tienen derecho los representantes de los 
trabajadores, con forme a lo previsto en la LISOS, la decisión empresarial de no facilitar información o 
de atribuir a la misma el carácter reservado, puede ser impugnada en la jurisdicción social por el 
procedimiento especial de conflicto colectivo. También se tramitará por este procedimiento las 
cuestiones relativas al cumplimiento del sigilo debido por los representantes de los trabajadores o los 
expertos que les asistan. 
12.4. Consecuencias del incumplimiento del deber de sigilo 
A este respecto declararía el TC que «sin perjuicio de las sanciones laborales que eventualmente 
puedan corresponder, es claro, en todo caso, que los representantes legales quedarán sujetos por las 
previstas en la Ley Orgánica 1/1982 para el caso de que se divulgue injustificadamente las 
informaciones protegidas por el derecho a la intimidad». Esta responsabilidad del representante por 
el incumplimiento de su deber de sigilo se extenderá «incluso tras la expiración de su mandato e 
independientemente del lugar en que se encuentre» (art. 65.3 ET). 
12.5. Otros deberes de reserva 
Junto al anterior deber de sigilo el ET dispone que: 
«En todo caso, ningún tipo de documento entregado por la empresa al comité podrá ser utilizado 
fuera del estricto ámbito de aquélla y para distintos fines de los que motivaron su entrega» (art. 65.3 
ET). 
Esta previsión legal ha sido interpretada en el sentido de establecer un deber adicional al de sigilo 
sobre el resto de la información remitida por la empresa a los representantes y en relación con las 
cuales los representantes deben realizar un uso diligente o razonable. ● 
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